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Resumen 
Se inicia exponiendo la evolución que ha tenido el termino responsabilidad y como 
este se ha incluido desde el punto de vista jurisprudencial en nuestro ordenamiento 
legal. Se analizan los diferentes tipos y sus derivados de responsabilidades y quienes 
las deben asumir, por medio del desarrollo jurisprudencial y legal. A partir de la 
expedición de la Constitución Política de 1991, adquirió fundamento constitucional la 
responsabilidad civil y del Estado en materia de daños, consolidándose en diferentes 
artículos, decretos y normatividad en general, las cuales permiten realizar un análisis 
respecto del mismo en relación a los daños causados y como debe ser la respectiva 
mitigación de los daños causados a terceros, partiendo de las posiciones tomadas 
por organismos nacionales como el Consejo de Estado y la Corte Constitucional, de 
la responsabilidad del Estado por el hecho de las leyes. 
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Abstract 
It begins by describing the evolution of the term responsibility and how it has been 
included from the jurisprudential point of view in our legal order. It analyses the 
different types and their derivatives of responsibilities and who must assume them, by 
means of jurisprudential and legal development. Since the issuance of the 1991 
Constitution, civil and State liability for damages has acquired constitutional basis, 
consolidating itself in various articles, decrees and regulations in general, which make 
it possible to carry out an analysis in respect of the damage caused and the respective 
mitigation of the damage caused to third parties, on the basis of positions taken by 
national bodies such as the Council of State and the Constitutional Court, on the 
responsibility of the State for the fact of laws.  












La siguiente investigación surge a partir de la comprensión del término 
responsabilidad dentro de la historia y como figura jurídica entendiendo su origen 
desde diversas concepciones como la de su origen en las relaciones entre los 
ciudadanos de la antigua polis griegas y la civitas romanas, como una noción unida a 
la de dignidad humana, rastreándose gracias a la obra Antígona de Sófocles: “Se da 
en Antígona un deber ser vinculante con un contenido material que minimiza el 
cumplimiento de la ley, por ser inicua y por ir contra la esencia misma del hombre: su 
dignidad. Es por ello por lo que, en toda obligación, el obligado es tomado como 
persona responsable” (Gil Botero, 2011, p. 14). Según Saavedra, 2005 el término se 
origina también desde Aristóteles, cuando menciona la función reparatoria del 
derecho a través de la justicia correctiva, en tal caso, la responsabilidad aparece en 
forma de un contrato (responsabilidad contractual) o por fuera de un contrato 
(responsabilidad extracontractual). Este último tipo de responsabilidad puede 
establecerse de manera directa (por un hecho propio), o indirecta (por hechos de 
personas, animales o cosas sobre las cuales se tiene la custodia), y conforme el factor 
de imputación, puede ser a su vez subjetiva y objetiva.  
Seguido de esto, en la investigación también se plantea que la responsabilidad tuvo 
sus orígenes y desarrollo esencialmente en el derecho civil hasta aproximadamente 
el siglo XIX, puesto que no se pensaba que la responsabilidad podría ser también del 
estado o de la administración quienes dirigían a los ciudadanos o los súbditos, ya que 
estimaban el interés del estado y sus gobernantes como sagrado, absoluto y superior. 
Mientras que actualmente a partir de la expedición de la Constitución Política de 1991, 
gracias a la responsabilidad patrimonial del Estado en Colombia adquiere fundamento 
constitucional con base igualmente al principio de que todo daño causado ilícitamente 
debe ser reparado de buena fe, como también en el principio de igualdad ante la ley. 
Así mismo, los regímenes de la responsabilidad civil contractual y extracontractual 
que, si bien tienen características diferentes y especificidades, cumplen finalidades 
afines, el de reparar un daño causado, indicando consigo que, dentro del hecho 
generador de la responsabilidad civil, coexisten también la responsabilidad por el 
hecho personal y la responsabilidad por el hecho de las cosas, adicionando la 
responsabilidad por el hecho ajeno.  
En efecto, como lo aclara Fernández, 2003 la obligación de reparar el daño causado 
cuando interviene culpa o negligencia es exigible, según también se expone en el 
artículo 2347 del Código Civil Colombiano, no sólo por los actos o por las omisiones 
propias, sino también por el hecho de aquellas personas que estuvieren a nuestro 
cuidado. Con base a lo anterior, este artículo tiene como fin fundamentar como todo 
este tipo de daño que surge por medios públicos o privados pueden verse afectados 
terceros, y estas personas o entidades que realizan los daños tienen que buscar la 
forma de hacer que ese daño no sea tan consecuente o grave para los terceros 
afectados, encontrando la forma de mitigarlos y permitiendo que se vuelvan algo más 
llevadero.  
En Colombia, la Corte Suprema de Justicia ha puntualizado que la mitigación del daño 
obedece a un deber secundario de conducta emanado de la buena fe objetiva, que 
esa corporación reconoció expresamente en 2010 como un principio general aplicable 
en responsabilidad civil. En este sentido, con el presente artículo, se pretende 
exponer con precisión los criterios necesarios que permitirán comprender y aplicar 
tales principios a diferentes relaciones contractuales. 
 
1. PREGUNTA DE INVESTIGACIÓN  
¿Por qué es responsabilidad del sujeto o entidad realizar acciones que permitan 
mitigar el daño ocasionado a un civil?   
2. OBJETIVOS 
2.1. OBJETIVO GENERAL  
Analizar la responsabilidad que tienen las personas o entidades estatales en materia 
ambiental, civil y administrativa frente al perjuicio ocasionado a terceros y como este 
puede ser mitigado  
2.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
• Identificar de las responsabilidades que tienen las personas o las entidades en 
materia ambiental, civil y administrativa  
• Analizar de los medios de reparación establecidos dentro del ordenamiento 
jurídico colombiano para mitigación de daños  
• Verificar de como la corte constitucional se manifiesta frente a la protección de los 
sujetos que son objeto de algún daño  
3. MATERIALES Y MÉTODOS  
La presente investigación tiene como fin realizar un estudio a toda la normatividad 
internacional y nacional, frente a la carga que tiene la persona o la entidad pública o 
privada que genere algún daño en contra de algún tercero. Para lo anterior se realizó 
una recolección de los diferentes conceptos y sanciones con las que cuenta el 
ordenamiento colombiano, lo cual orienta a esta investigación a que sea aplicada, 
dado al compendio de normas, jurisprudencias y leyes que son traídas a colación 
generan una discriminación frente al actuar de aquel que cause el daño. 
Con base a lo anterior se procede a determinar que el método que va a ser utilizado 
para poder cumplir con cada uno de los objetivos específicos es el jurídico-descriptivo. 
Lo anterior se fundamenta, debido a que el propósito principal de la investigación es 
determinar como un sujeto activo que comete una acción que atenta a un sujeto 
pasivo debe generar todas las situaciones y condiciones para hacer que el daño 
percibido se aminore, por medio de la discriminación de los diferentes conceptos 
establecidos por las ramificaciones que tiene la legislación colombiana siendo esto 
complementado por cada una de las responsabilidades que tiene el sujeto activo para 
cada caso en concreto. 
Por otro lado, y con el propósito de exponer unos resultados adecuados se hace la 
aplicación del método hermenéutico dentro de la investigación cualitativa ya que esto 
permite la resolución de un problema visto desde un punto más crítico-analítico tal 
como lo describe el autor Carcamo, H. (2005), la base teórica conceptual de ambas 
podemos encontrarla en los planteamientos desarrollados por Emile Durkheim y Max 
Weber. En primer lugar, Durkheim  puede considerarse como el principal exponente 
del paradigma positivista explicativo; en tanto sostiene un método de investigación 
sustentado en el establecimiento de relaciones causales para explicar los hechos 
sociales; hechos que pueden ser entendidos como toda manera de hacer fija o no, 
susceptible de ejercer sobre el individuo una coacción exterior o también, que es 
general dentro de la extensión de una sociedad dada a la vez que tiene una existencia 
propia, independiente de sus manifestaciones individuales. Por otro lado, Max Weber 
como exponente del paradigma humanista, pone especial énfasis en el concepto de 
acción social. Concepto que implica que cualquier acto realizado por el o los 
individuos posee una "carga" de intencionalidad propia, lo que supone la presencia 
de elementos subjetivos internos en el actuar de los sujetos. 
4. MARCO TEÓRICO  
Cuando hablamos de la carga que recae sobre el perjudicado de evitar o mitigar el 
daño causado por parte de un tercero, prácticamente se hace referencia a lo que 
comúnmente se conoce como el deber que tiene un sujeto de mitigar o evitar el daño 
contingente, o en otras palabras, es la responsabilidad que recae sobre una persona 
que aun siendo consciente de que un tercero por medio de su actuación le ocasionará 
un daño a su integridad o patrimonio, ese sujeto sobre quien recae el hecho dañino 
(sujeto pasivo por llamarlo de alguna manera) está obligado a actuar de manera tal 
que mediante su conducta o actuación se pueda evitar un daño o perjuicio mucho 
mayor.  
Así las cosas, se hace necesario preguntarse y definir que es el daño, ya que, si bien 
parece que es un concepto habitual, al momento de dar una definición del mismo se 
hace un poco complejo. Para ello, la Enciclopedia Jurídica, nos define el daño como: 
“Perjuicio causado a una persona o cosa como consecuencia de un evento 
determinado. Se clasifica generalmente en daño material, cuando se causa en el 
patrimonio o bienes de una persona, incluidos los daños físicos a la misma, o daño 
moral, como sufrimiento o perjuicio de difícil valoración económica causado en el 
ánimo de una persona. Ambos son indemnizables” (Enciclopedia Jurídica, 2015).  
Habiendo definido entonces que es el daño, y para aterrizar lo anteriormente dicho en 
un ejemplo práctico cotidiano, podemos poner el clásico ejemplo en materia comercial 
de lo que sucede con el transporte de mercancías por vía marítima (por medio de 
barco), cuando un capitán de un barco es contratado para traer determinada 
mercancía de un lugar a otro, por ejemplo de China a Colombia y al momento de 
llegar a puertos colombianos, la persona que lo contrató no aparece en el puerto para 
cumplir con la negociación convenida; y ante dicha situación, el capitán del barco 
transportador decide atracar en el puerto dejando que pasen los días a espera de que 
la persona aquí en Colombia que solicito dicha mercancía aparezca para cumplir con 
dicho trato.  
De antemano, es menester precisar que cada día que un barco permanezca atracado 
en un puerto (estacionado en términos más simples) genera costos por el “parqueo”. 
Ante dicha situación, el Código de Comercio de Colombia, establece que es 
obligación de la persona que cumplió con su parte (en este caso con el capitán del 
barco) subastar dichas mercancías y pagarse si es posible, la totalidad de lo acordado 
como respuesta al incumplimiento del otro extremo contractual. Lo anterior se 
desarrolla como medida de mitigación del daño contingente, ya que, en un eventual 
proceso jurídico, el capitán del barco no puede alegar todos los días que fueron 
cobrados mientras el barco permanecía atracado en el puerto, ni tampoco puede 
alegar un daño emergente o lucro cesante, debido a que el capitán del barco tenía la 
manera (mediante la subasta y/o venta de la mercancía transportada) pagarse total o 
parcialmente lo acordado en la relación contractual. 
De esta manera, en el eventual caso que el valor de las mercancías sea igual al valor 
de lo establecido en el contrato, se dará por cancelada la obligación. Mientras que en 
el caso que solamente se logre cubrir parcialmente la obligación, en un eventual 
proceso jurídico de incumplimiento y/o resolución de contrato más el pago de 
perjuicios, si puede alegar todos los daños y perjuicios ocasionados por haber 
actuado de manera diligente y haber evitado daños o perjuicios mayores que el mismo 
sujeto pasivo o el sujeto que resultó afectado por el incumplimiento del otro extremo 
contractual hubiera tenido que afrontar como consecuencia del incumplimiento del 
otro.  
Además de lo contemplando en el Título IX del Código Comercial  llamado “Del 
Transporte Marítimo” que contempla los artículos 1578 a 1584 que sirvió como 
respaldo del ejemplo anteriormente mencionado, existen múltiples artículos de 
múltiples autores que hablar acerca de la carga que tiene el perjudicado de evitar o 
mitigar un daño mayor, puesto que ha sido un tema de álgido debate ya que por el 
desconocimiento de las personas en general, creen que dejando que se genere un 
daño o perjuicio mayor al ocasionado por el incumplimiento, acción u omisión de otra 
persona, van a ser mayormente indemnizados, y esto es totalmente ajeno a la 
realidad, ya que cuando la persona es consciente del daño que se está ocasionando 
y tiene en sus manos los elementos o la potestad de evitar o mitigar ese daño, esa 
persona que sería el perjudicado, está en el deber y la obligación de actuar y así evitar 
o mitigar el daño.   
Expuesto lo anterior, y de acuerdo con el ejemplo del daño ocasionado al capitán del 
barco quien tuvo la potestad y los medios para mitigar el daño ocasionado por el 
incumplimiento de ese tercero, es menester precisar que el daño o la generación de 
culpa, puede ser ocasionado de una relación contractual o extracontractual. Para 
dejar claridad sobre este tema que es mediante el cual se determinan y generan 
culpas, todo lo relacionado y generado a raíz del cumplimiento y/o desarrollo de un 
contrato (entiéndase contrato como un acuerdo o compromiso escrito y formalizado), 
genera culpas o responsabilidad de tipo contractual, que como su nombre lo indica, 
hay un contrato de por medio, tal como el ejemplo del contrato del transporte de 
mercancía por mar de China a Colombia; mientras que, al no haber existencia de un 
contrato, la culpa o la responsabilidad delictual o aquiliana, que es aquella que no 
tiene origen en un incumplimiento contractual, sino en un “hecho jurídico”, ya se trate 
de un hecho delictuoso en materia penal, o culposo de carácter civil, que produciendo 
un daño, compromete los derechos absolutos de la víctima (a la propiedad, la vida, al 
honor, la salud (Calderón, 2017).  
4. ESTADO DEL ARTE  
Tabla 1. Investigaciones pertinentes en Estado del arte. 
Nombre  Investigación Concepto   
Carlos Pizarro  
Wilson  
Contra el fatalismo 
del perjuicio. A 
propósito del deber 
de mitigar el daño 
Este trabajo de investigación tuvo como 
fin establecer cuáles eran los alcances 
que debía tener una persona o entidad al 
momento de generar algún perjuicio. Ellos 
como idea principal exponen que el 
“common law”, establece que todo daño 
debe ser reparado y por ende se debe 
llegar a tal punto de responsabilidad por 




El deber de mitigar 
el daño evitable por 
parte de la víctima 
en el ordenamiento 
jurídico argentino. 
Esta tesis expone que las leyes en 
materia de reparación y mitigación del 
daño se deben evaluar de manera 
subjetiva dado a que se establece que las 
personas que tienen alguna característica 
que los hace ver especial ante la justicia, 




El deber de mitigar 
los daños por 
incumplimiento 
contractual. 
Este artículo de investigación expone 
como las personas del sector privado 
deben garantizar al momento de realizar 
un contrato que, en caso de generar algún 
perjuicio o daño, este será mitigado por 
aquel que tiene la responsabilidad. 
Juan Carlos 
Henao Pérez  
Responsabilidad 
extracontractual del 
estado colombiano  
Dentro del escrito se puede encontrar el 
desglosamiento de la responsabilidad que 
tiene el estado, debido a que este genera 
afectaciones por acción y por omisión. 
Principalmente se enfoca en el daño 
ambiental causado por el estado y las 
afectaciones que sufren los ecosistemas 
y a las poblaciones. 
Carolina Charry La responsabilidad 
extracontractual 
patrimonial del 
estado: Una mirada 
hacia la teoría de la 
socialización de los 




Dentro de esta tesis, se analiza el 
contexto histórico de los perjuicios que 
ocasionaron los servidores públicos, y 
como con el pasar de los tiempos el 
estado va asumiendo la responsabilidad 
de mitigar el daño producido a los 





Concepto y alcance 
del deber de mitigar 
el daño en el 
derecho 
internacional de los 
contratos. 
Se realiza un recuento histórico de los 
orígenes de la responsabilidad y el deber 
de mitigar el daño. Estableciendo un 
recuento general de su reconocimiento en 
los diferentes regímenes jurídicos para 
luego analizar el concepto y el alcance de 





daños en materia 
contractual. 
La investigación plasma, la radicación de 
la importancia de la mitigación de daños 
en responsabilidad contractual, 
esclareciendo en principio que la 
reparación integral es un principio 
consagrado en la legislación colombiana, 
por tanto, es un deber mitigar los daños 
ocasionados a un tercero, y en caso tal de 
que la mitigación de los daños sea 
incumplida, expone que Colombia 
obedece a un deber secundario de 
conducta emanado de la buena fe 
objetiva, implicando consigo el esfuerzo 






del estado en 
Colombia: 
Responsabilidad 
por el hecho de las 
leyes. 
La investigación indaga la evolución que 
ha tenido la responsabilidad del estado en 
el ordenamiento legal y bajo un punto de 
vista jurisprudencial y legal, a partir de la 
Constitución Política de 1991 y sus 
consolidaciones en diferentes artículos 
que enuncian los principios de todos los 
tipos de responsabilidades que s ele 
imputen al estado, para consigo realizar 
un análisis desde las posiciones tomadas 
por el Consejo de Estado y la Corte 
Constitucional, de la responsabilidad del 
Estado por el hecho de las leyes. 
 
5. MARCO NORMATIVO  
Nombre Norma  Concepto  
Articulo 1064 Código civil  Es responsabilidad del deudo realizar el 
contrato acorde como se estipulo y de lo 
contrario se entenderá como perjuicios todo 
aquello que atente contra la naturaleza del 
contrato.  
Art 78  Constitución 
política de 
Colombia  
Este articulo protege al consumidor de todas 
las empresas o personas que deseen laborar 
o pertenecer al grupo que presta servicios a 
la comunidad. Siendo lo anterior regulado por 
los entender y vigilado para que no se 
cometan daños contra la sociedad.  
Art 88 Constitución 
política de 
Colombia  
El estado realiza la intervención de la 
sociedad con el fin de mitigar el daño que 
está a sufrido sin ánimo de afectar aquellas 
personas o grupos que están realizando 
procesos por medio de las acciones 
populares 
Articulo 90  Constitución 
política de 
Colombia  
El estado se encargará de responder por 
todos los perjuicios ocasionados y que le 
sean atribuidos por medio de sistema de 
justicia del país. Realizara lo pertinente para 
reducir los perjuicios  
C- 1141/00 Corte 
constitucional 
colombiana  
La presente sentencia, expone la capacidad 
que tiene el consumidor para poder acceder 
a todas las garantías que se le ofrecieron 
dentro de un contrato y de no ser cumplidas, 
este puede entrar a exigir como calidad de 
afectado, el pago o la indemnización de los 
perjuicios ocasionados por el incumplimiento 
del contrato  
C-644/11  Corte 
constitucional 
colombiana  
Dentro del “ratio decidendi”, la corte expresa 
que es deber del sistema judicial intervenir 
para hacer que las conductas que están 
afectando los derechos personales o 
colectivos, se mitiguen de tal manera que el 
estado pueda realizar todo lo pertinente para 
que la conducta no siga afectando a la 
comunidad.  
Decreto 4828 
del 2008  
Decreto Nacional  Por el cual se procede a regular los 
mecanismos de protección a los sujetos que 
tienen participación de un contrato, así 
entonces el incumplimiento del mismo traerá 
consigo acciones que permitan la protección 
de los derechos y el pago de los perjuicios 
ocasionados tanto en el desarrollo del 












6.1 CAPÍTULO 1 - LA IDENTIFICACIÓN DE LAS RESPONSABILIDADES QUE 
TIENEN LAS PERSONAS O LAS ENTIDADES EN MATERIA AMBIENTAL, CIVIL Y 
ADMINISTRATIVA 
Por otra parte, en cuanto al deber de reducir o evitar el daño ocasionado, como se 
había dicho ya, múltiples autores han realizado estudios y diferentes artículos, 
debates y demás frente a dicho tema, tal es el caso del investigador Maximiliano 
Rodríguez Fernández, investigador y docente de Derecho Internacional del Colegio 
Mayor Nuestra Señora del Rosario de Bogotá, donde expone que el deber de mitigar 
o reducir el daño por parte del perjudicado, es un principio del derecho, y más 
concretamente, un principio del derecho internacional. Para Maximiliano Rodríguez, 
“este principio adquiere tintes comerciales al ser contenido en numerosas sentencias 
arbitrales en las cuales se reconocen deberes que surgen con motivo del deber de 
ceñirse a ese precepto. El deber de actuar de buena fe, es decir, de acuerdo con unos 
parámetros de comportamiento adecuados y esperables de un agente comercial, lo 
conmina a adelantar ciertas actividades que pretenden proteger no sólo los intereses 
de las partes en el contrato sino también los de otros agentes ajenos a la transacción 
comercial y, en definitiva, el orden jurídico y económico. Comportamiento que se debe 
predicar de todos los agentes del comercio sin discriminar su procedencia, o el 
régimen legal de donde provienen” (Fernández, 2008).   
De esta misma manera, con un enfoque diferente y más encaminado hacia el ámbito 
del derecho privado, del derecho civil y personas, el abogado civilista David Alejandro 
Peñuela, columnista y escritos del sitio web “asuntoslegales.com.co” señala que lo 
primero es señalar que el concepto de reparación integral del daño no es absoluto e 
incólume -por el contrario relativo-, por cuanto su estudio y análisis admiten diferentes 
argumentos que permiten reducir el monto a indemnizar, basados, como es lógico, en 
el comportamiento de la víctima frente a la causación del daño. Muestra de la 
incidencia que el actuar de esta puede revestir en lo que a la causalidad se refiere, 
resultan ser el artículo 2357 del Código Civil que establece que “La apreciación del 
daño está sujeta a reducción, si el que lo ha sufrido se expuso a él imprudentemente.”, 
así como el art. 70 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, el cual señala 
que, en caso en que la víctima actúe con culpa grave o dolo, el daño se entenderá 
producido por la culpa exclusiva de la víctima (…) Por lo tanto, en el ordenamiento 
patrio no resulta de menor relevancia el análisis que el juez debe hacer frente al 
comportamiento que el acreedor o “víctima” tuvo a lo largo del iter causal, ya que el 
mismo influirá, de forma determinante, en la atribución de los perjuicios y, por ende, 
en el quantum a cancelar (…) En este orden de ideas, es claro que existe una palpable 
diferencia entre el daño irrogado y el daño resarcible, toda vez que se generan 
situaciones, como es el caso del deber de evitar y mitigar el daño, que transforman el 
daño inicialmente sufrido al verdaderamente exigible y debido (Peñuela, 2014).  
De acuerdo con el abogado Peñuela, la víctima tiene un papel fundamental 
relacionado con el comportamiento y la actitud que el mismo asume frente a la 
causación del daño, y frente a los perjuicios que el mismo alegue y reclame frente a 
un juez, puesto que si el juez logra determinar que el comportamiento de la víctima 
fue permisivo e indiferente frente el daño que se estaba generando y no actuó de 
ninguna manera con la finalidad de mitigar el daño ya causado, el juez no concederá 
el pago de todos los perjuicios y solo ordenará el pago de los que el mismo considere 
pertinentes. Contrario sensu, es el caso de que la víctima actúe de manera apropiada 
frente al hecho dañino y logre mitigarlo o mermarlo, ya que de esta manera el juez 
denotará la buena fe de la víctima y muy seguramente ordenará el pago e 
indemnización de todos los perjuicios a los que haya lugar.    
Por otro lado, en concordancia con esta línea de autores y sus posturas teóricas frente 
al deber de mitigar los daños por parte de la víctima, se encuentra el abogado y 
también investigador de la Universidad Libre de Colombia, el Dr. Jorge Luís Barone 
González, que, mediante un artículo académico, expresa que el deber de mitigar los 
daños es, en principio, ajeno al sistema de Derecho Europeo Continental. A manera 
de ejemplo, en Colombia sólo está consagrado de forma expresa y especial para el 
contrato de seguros, en el artículo 1074 Código de Comercio. Adicionalmente, se 
contemplada en el artículo 77 de la Convención de Naciones Unidas sobre los 
Contratos de Compraventa Internacional de Mercaderías de 1980, adoptada en 
Colombia mediante la Ley 518 de 1999 y en vigor desde el 1º de agosto de 2002. 
Ante la poca legislación relacionado con el deber de mitigar el daño en materia 
contractual según el ordenamiento jurídico colombiano, el autor plantea como 
hipótesis de su estudio, que el deber de mitigar los daños se entiende como una carga 
que pesa sobre el acreedor de una obligación a quien le han incumplido, y le exige 
adoptar las medidas razonables a su alcance para evitar la agravación del perjuicio 
derivado de dicho incumplimiento contractual. Por tanto, no resulta admisible la 
postura que lo entiende como una obligación, por cuanto el deber de mitigar los daños 
no contempla el reconocimiento en cabeza del deudor de una acción de reducción de 
perjuicios. Simplemente bajo la órbita de esta figura el daño evitable no forma parte 
del daño resarcible (Barone, 2018).   
En concordancia con (Barone 2018), dicho autor plantea algo nuevo que hasta el 
momento no se había tocado en el presente artículo, y es que mucho se ha hablado 
respecto a la obligación que tiene la víctima de mitigar o evitar el daño generado por 
el incumplimiento o acción de un tercero, sin embargo, no se ha hablado respecto al 
reconocimiento que tiene la víctima, afectado o perjudicado que evita o mitiga el daño 
ocasionado, y es que dicho autor, expone que en efecto, los jueces deben reconocer 
a la víctima o perjudicado la buena fue con la que actuó para evitar o mitigar el daño, 
y así mismo, deben reconocer a este el pago de todos los costos incurridos con 
ocasión a la prevención o mitigación del daño; en otras palabras, si el afectado por X 
o Y motivo incurrió en algún tipo de costo con la finalidad de que no se produjera un 
daño determinado o que en caso tal de que se hubiere producido daño alguno, el juez 
deberá ordenar a la parte que incumplió con lo acordado, el pago de los costos en los 
que incurrió el afectado.  
Finalmente, el último de los autores consultados es Adrián Oscar Mórea del Sistema 
Argentino de Información Jurídica (SAIJ) adscrito al Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos de Argentina, quien expone que la obligación de mitigación del daño 
evitable por parte de la víctima tiene una serie de componentes que se deben tener 
en cuenta que llevan a que la víctima actúe de manera tal que evite o mengue el daño 
ocasionado; como por ejemplo el deber moral de la víctima. El deber moral de la 
víctima, que es completamente ajeno al ámbito y el deber jurídico, según la 
concepción expuesta, esta exigencia ingresaría en el vasto ámbito de la moralidad. 
En efecto, no habría aquí ni un deber jurídico, ni una obligación jurídica, ni un principio 
jurídico, ni una carga legal. Por otra parte, existe la obligación jurídica también 
presente, en la vereda opuesta, es posible reconocer una corriente de pensamiento 
que sostiene que la exigencia de mitigar el daño evitable por parte de la víctima 
encuadra en la noción de "obligación jurídica" (Morea, 2019).  
 
6.2 CAPÍTULO 2 - LA DETERMINACIÓN DE LOS MEDIOS DE REPARACIÓN 
ESTABLECIDOS DENTRO DEL ORDENAMIENTO JURÍDICO COLOMBIANO 
PARA MITIGACIÓN DE DAÑOS 
Mórea expone que, aun así, no puede negarse que el deber de mitigar el daño evitable 
persigue también un bien público, por cuanto no sólo está orientado a tutelar el interés 
del responsable y a evitar actitudes desleales por parte de la víctima, sino que además 
apunta a prevenir la proliferación de los daños materiales en pro del interés general 
(Morea, 2019). Lo anterior, si se aprecia de manera adecuada, no lleva a otro punto 
que no se había contemplado hasta el momento, y es que con la mitigación del daño 
contingente por parte de una persona perjudicada o víctima, de una manera u otra se 
están protegiendo intereses de tipo general, puesto que puede suceder que como 
consecuencia a la omisión del deber de mitigar el daño ocasionado, se genere 
afectaciones a bienes comunes o particulares de otros individuos, lo que sin duda 
alguna generaría un agravio mucho mayor y problemas más complejos para la 
determinación y asignación de culpas y responsabilidades.   
Corolario de lo anterior, y en sumatoria de todos los postulados teóricos, se puede 
evidenciar que, sin duda alguna, la mitigación o evasión del daño ocasionado por el 
incumplimiento de una de las partes en una relación contractual o extracontractual, 
es un deber y obligación de la víctima, ya que esto representa la buena fe del 
individuo, y que, por actuar de manera correcta y diligente, se le reconoce todo lo 
realizado a la hora del pago de perjuicios e indemnizaciones.  
La función reparatoria a plenitud de los daños causados a los perjudicados, sean 
derivados de conductas punibles o no, se garantiza en nuestro ordenamiento 
constitucional. En efecto, la garantía de la equivalencia de la indemnización con la 
magnitud del daño revela un propósito elemental de justicia y de progreso de los 
principios del Estado Social de Derecho. A pesar de ello, la jurisprudencia 
constitucional ha advertido que no existen derechos absolutos. Los derechos 
constitucionales obedecen no solo al cumplimiento de su órbita subjetiva o individual, 
sino que también, en muchos casos, pueden verse sometidos a límites que se 
encuentran dados por el respeto de los derechos ajenos, la protección del interés 
general, el cumplimiento de deberes y la observancia del núcleo esencial del derecho 
que pretende limitarse. 
En el proceso de determinación del núcleo esencial del derecho fundamental, 
siguiendo la tesis constitucional, el juzgador puede disponer de técnicas jurídicas 
complementarias que se inscriben desde la perspectiva de los derechos subjetivos o 
de los intereses jurídicamente protegibles. Así, el contenido esencial de un derecho 
fundamental, de acuerdo a la primera posibilidad, consistirá en aquellas facultades de 
actuación ineludibles para que el derecho se desarrolle en su sentido real y natural 
sin desnaturalizarse. Por otro lado, la fórmula de los intereses permitirá establecer un 
núcleo esencial del derecho fundamental cuyo contenido estará dado por aquello que 
es absolutamente necesario para que los intereses resulten real, concreta y 
efectivamente protegidos. Entonces, se desconocerá el contenido esencial "cuando 
el derecho queda sometido a limitaciones que lo hacen impracticable, lo dificultan más 
allá de lo razonable o lo despojan de la necesaria protección". Esta teoría, de gran 
importancia para el examen de las medidas que lleguen a ser adoptadas por el 
legislador en los casos de la limitación de derechos, impide un uso de la reserva legal 
más allá de los valores y derechos reconocidos en la Constitución. 
Partiendo de allí, se ha considerado que la reparación integral como derecho es 
regulable y puede ser objeto de configuración legislativa. Más aún, la propia 
Constitución Política no establece en forma categórica qué tipo de daños deben ser 
indemnizados, ni mucho menos la dimensión y cuantía en que deben tasarse se 
reduce al reconocimiento y tutela jurídica de derechos fundamentales (vida, integridad 
física, propiedad privada, buen nombre, entre otros) cuya violación o transgresión 
puede generar la obligación al responsable a la debida reparación. De ahí que el 
legislador en su marco de configuración y respecto del alcance de la reparación 
integral puede, según la Corte Constitucional: 
“... determinar cuáles daños deben ser tenidos en cuenta, y en esa medida incluir 
como parte de la reparación integral los daños materiales directos, el lucro cesante, 
las oportunidades perdidas, así como los perjuicios morales, tales como el dolor o 
el miedo sufridos por las víctimas, los perjuicios estéticos o los daños a la 
reputación de las personas, o también los llamados daños punitivos, dentro de 
límites razonables. Puede también el legislador fijar reglas especiales para su 
cuantificación y criterios para reducir los riesgos de arbitrariedad del juez. Estos 
criterios pueden ser de diverso tipo. Por ejemplo, pueden consistir en parámetros 
que orienten al juez, en límites variables para ciertos perjuicios en razón a lo 
probado dentro del proceso para otra clase de perjuicios, o en topes fijos 
razonables y proporcionados” 
Entonces, desde el ámbito constitucional no se encuentra, según la Corte, ningún 
reparo a las limitaciones de las indemnizaciones por parte del legislador no solo en 
materia de daños extrapatrimoniales sino también en el ámbito patrimonial, pues es 
al Congreso de la República a quien le compete regular técnicamente todo lo atinente 
a los regímenes de responsabilidad, entre ellos las modalidades del daño y los 
métodos de cuantificación. 
De este modo, puede la ley crear una nueva tipología de daños, reglamentar topes o 
incluso establecer parámetros de valoración judicial subjetivos u objetivos basándose 
en criterios de equidad, todo lo cual ingresa en la libertad de configuración política sin 
desconocer la reparación integral. Lo anterior, sin embargo, debe efectuarse sin 
desnaturalizar el núcleo esencial del derecho, es decir, debe mantenerse su filosofía 
y abstracción, conservando en todo momento su contenido y racionalidad, pues de lo 
contrario tal medida se tornaría inconstitucional. 
6.3 CAPÍTULO 3 - LA VERIFICACIÓN DE COMO LA CORTE CONSTITUCIONAL 
SE MANIFIESTA FRENTE A LA PROTECCIÓN DE LOS SUJETOS QUE SON 
OBJETO DE ALGÚN DAÑO 
Colombia es uno de los países que más jurisprudencia tiene alrededor del mundo en 
todas las materias jurídicas, es por esto que para cada una de las ramificaciones del 
derecho existen códigos que contienen artículos que tienen fuerza de ley, estos están 
copados de normatividad, la cual busca tipificar todas las posibles conductas de la 
sociedad. Por lo anterior se puede evidenciar que dentro de lo que se considera el 
daño, existen diferentes vertientes normativas que permiten que se aborde el perjuicio 
desde diferentes ángulos, y así mismo para cada acción negativa que se cometa 
existe un artículo que resuelva como se debe proceder para mitigar el daño que se 
ha cometido. 
La Corte constitucional en por medio de la sentencia C-344/2017 explica que la 
reparación de los daños se debe considerar como un derecho fundamental a pesar 
de que la Constitución Política de 1991 no consagró de forma expresa un derecho de 
las víctimas de conductas punibles a obtener reparación por el daño sufrido. Con todo, 
el artículo 94 de la misma previó el carácter no taxativo ni excluyente de los derechos 
fundamentales expresamente reconocidos por el texto superior o el bloque de 
constitucionalidad, al disponer que “La enunciación de los derechos y garantías 
contenidos en la Constitución y en los convenios internacionales vigentes, no debe 
entenderse como negación de otros que, siendo inherentes a la persona humana, no 
figuren expresamente en ellos”. 
De esta manera, la jurisprudencia constitucional, de forma constante y uniforme, ha 
afirmado que la reparación integral es de uno de los derechos fundamentales 
reconocidos a las víctimas de una conducta punible. Al interpretar este derecho, en 
un primer momento la Corte Constitucional resaltó la vinculación del derecho de 
acceso a la administración de justicia con el derecho a la reparación de las víctimas 
de las conductas punibles. Al respecto, en la sentencia C-277 de 1998 explicó que 
una conducta punible produce consecuencias en dos planos distintos: por un lado, 
ocasiona un daño público, relacionado con el incumplimiento de normas penales 
establecidas por el legislador, necesarias para la convivencia pacífica, a través del 
respeto de valores sensibles para la sociedad y, por otro lado, ocasiona un daño 
privado, relacionado con la afectación de derechos subjetivos de la víctima de la 
conducta punible. Sostuvo la Corte que del daño público se desprendía la obligación 
del Estado de investigar y juzgar la conducta punible, mientras que del daño privado 
nacía la acción civil para el pago de los perjuicios ocasionados con el delito. En estos 
términos la Corte sostuvo que ambas consecuencias de la conducta punible debían 
ser atendidas a través del derecho de acceso a la administración de justicia, respecto 
del cual afirmó que: 
“no puede ser interpretado como una simple atribución formal de acudir a las 
autoridades judiciales, sino como una garantía que obliga al juez de la causa a 
resolver integralmente sobre el fondo del asunto planteado. Así, las víctimas y 
perjudicados con el delito, como manifestación del derecho a acceder a la 
administración de justicia, tienen también un derecho constitucional a participar en 
el proceso penal que el Estado está en la obligación de adelantar, derecho que no 
debe limitarse a la declaratoria de responsabilidad penal, sino que, además, ha de 
extenderse a la obtención de la reparación del daño cuando este se encuentre 
probado”. 
En el mismo sentido, la sentencia C-1149 de 2001, al realizar el control de 
constitucionalidad de algunas disposiciones del Código Penal Militar, se insistió en 
que: 
“El acceso a la administración de justicia (art. 229 C.P.) no es sólo para hacerse 
parte dentro del proceso, sino también para que se le reconozcan sus derechos y 
dentro de estos, el derecho a ser indemnizado por los daños que se le han causado, 
a más del derecho a que se haga justicia y a conocer la verdad de lo sucedido”. 
Con posterioridad, la Corte reiteró que el acceso a la justicia no se basta con la 
posibilidad de formular pretensiones, presentar demandadas o denuncias, sino que 
cobija incluso el derecho a obtener una decisión de fondo, en un tiempo razonable y 
que satisfaga el valor de la justicia material. De esta manera, a partir de la sentencia 
C-228 de 2002 en la que se juzgó la constitucionalidad de la constitución de parte civil 
en el proceso penal, entendió la Corte que, en el campo punitivo, el acceso a la justicia 
“puede comprender diversos remedios judiciales diseñados por el legislador, que 
resulten adecuados para obtener la verdad sobre lo ocurrido, la sanción de los 
responsables y la reparación material de los daños sufridos”. 
En dicha sentencia, la Corte Constitucional afirmó que la adopción de la Constitución 
de 1991 había supuesto un cambio de paradigma en el ordenamiento jurídico 
colombiano en materia de reconocimiento de los derechos de las víctimas de una 
conducta punible, ya que antes de la Constitución, se entendía que el interés de las 
víctimas en un proceso penal se limitaba a obtener una reparación económica por el 
perjuicio sufrido. Con la expedición de la Constitución de 1991, el ordenamiento 
colombiano acogió la “tendencia mundial” de acuerdo con la cual las víctimas no solo 
tienen un interés a la reparación económica del perjuicio que se les ha causado, sino 
también se les reconoce el derecho a que se establezca la verdad de lo sucedido y a 
que se haga justicia. 
Cabe resaltar que ya en la sentencia mencionada, para justificar este entendimiento 
amplio de los derechos de las víctimas, la Corte acudió a distintas disposiciones 
constitucionales y otras del derecho internacional de los derechos humanos, 
vinculantes para Colombia. De todas ellas, hizo un énfasis especial en el principio de 
dignidad humana (artículo 1º de la Constitución) y su relación con las finalidades del 
proceso penal, al entender que: 
“El principio de dignidad impide que el ser humano, y los derechos y bienes 
jurídicos protegidos por el derecho penal para promover la convivencia pacífica de 
personas igualmente libres y responsables, sean reducidos a una tasación 
económica de su valor. El reconocimiento de una indemnización por los perjuicios 
derivados de un delito es una de las soluciones por las cuales ha optado el 
legislador ante la dificultad en materia penal de lograr el pleno restablecimiento de 
los derechos y bienes jurídicos violentados en razón a la comisión de un delito. 
Pero no es la única alternativa ni mucho menos la que protege plenamente el valor 
intrínseco de cada ser humano”. 
Por consiguiente, afirmó en esa oportunidad la Corte que ese entendimiento de la 
dignidad humana, según el cual el interés de las víctimas no debe interpretarse 
limitado a la indemnización económica, debe ser tomado en cuenta para interpretar 
el alcance del “derecho de toda persona para acceder a la administración de justicia” 
(artículo 229 de la Constitución). Por esa razón, el legislador, al establecer los 
procedimientos judiciales que considere oportunos, debe tener en cuenta que ellos 
han de ser adecuados para obtener la verdad sobre lo ocurrido, la sanción de los 
responsables y la reparación material de los daños sufridos. Igualmente, en esa 
misma sentencia, la Corte tuvo en cuenta que de los fines constitucionales del Estado 
(artículo 2 de la Constitución), del derecho al buen nombre (artículo 15 de la 
Constitución), del derecho a la participación (artículo 40 de la Constitución), del bloque 
de constitucionalidad (artículo 93 de la Constitución) y del diseño constitucional del 
procedimiento penal (artículo 250 de la Constitución) también se desprenden los 
derechos a la verdad, la justicia y la reparación de las víctimas. 
Igualmente, en dicha oportunidad la Corte advirtió que en el derecho internacional 
existe una tendencia a reconocer los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia 
y la reparación. Para ello, tuvo en cuenta normas de derechos humanos del sistema 
universal y de distintos sistemas regionales, así como otras de derecho penal 
internacional. Así, recordó que la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
impone a los Estados la obligación de investigar, juzgar, sancionar y reparar 
adecuadamente las violaciones de derechos humanos (artículo 1), lo cual exige a los 
Estados establecer en sus legislaciones internas recursos que sean efectivos para 
que se establezca la verdad de lo sucedido, se asignen las responsabilidades por 
esos hechos y se repare a los perjudicados (artículos 2, 8 y 25). A su vez, recordó 
que la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó por consenso la Declaración 
sobre los principios fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y del abuso 
de poder, según la cual las víctimas “tendrán derecho al acceso a los mecanismos de 
la justicia y a una pronta reparación del daño que hayan sufrido”. Igualmente, recordó 
esa decisión que en el Estatuto de la Corte Penal Internacional se incluyeron distintas 
disposiciones relacionadas con las víctimas, tales como la facultad de presentar 
observaciones sobre la competencia de la Corte o la admisibilidad de la causa, el 
derecho a que se haga una presentación completa de los hechos de la causa en 
interés de la justicia, a ser tratadas con dignidad, a que se proteja su seguridad e 
intimidad, a que se tengan en cuenta sus opiniones y observaciones, a ser reparadas 
materialmente y apelar ciertas decisiones que afecten sus intereses 
7. RESULTADOS  
La presente investigación tuvo como método de estudio el jurídico-descriptivo en 
combinación con el método hermenéutico el cual permitió establecer que en 
Colombia, existen una amplia gama de normatividad la cual permite identificar los 
posibles daños que puede sufrir una persona o entidad dentro del territorio o fuera de 
él hablando de materia internacional, asi mismo se encontró que para cada daño 
existen leyes que regulan como se debe mitigar el daño o perjuicio que algún sujeto 
activo causo.  
Para esta investigación en concreto se realizó el estudio normativo y jurisprudencial 
de las ramas del derecho ambiental, administrativo y civil. El cual se divide en dos 
grandes ramas, la responsabilidad que tiene el sujeto activo frente a la 
responsabilidad contractual o la extracontractual. Es menester aclarar que el estado 
en gran porcentaje tiene una responsabilidad extracontractual con aquellos que sufren 
algún tipo de perjuicio, en complemento a esto el derecho ambiental también hace 
parte de las afectaciones que produce el estado con los civiles o con los ecosistemas, 
dado a que muchos de los proyectos mineros, urbanos, viales entre otros, generan 
afectaciones en la comunidad.  
En continuidad con los perjuicios a cargo del estado, la constitución y la corte 
constitucional establecen que el estado debe responder por acción y por omisión 
aquellas afectaciones que sufran los terceros, con el fin de minimizar el daño, ya sea 
monetario o simbólicamente. Por otro lado, en materia civil se maneja características 
similares frente a las responsabilidades, no obstante, en Colombia la responsabilidad 
civil contractual se maneja desde diferentes vertientes, dado a que la extensa 
normatividad y campo de acción que maneja el derecho civil crea una gama amplia 
de perjuicios.  
Con base a lo anterior, en materia contractual normativamente se maneja un 
compendio de leyes y jurisprudencia hacen énfasis en la protección del sujeto pasivo 
y activo dentro de un contrato, dado que, en este caso, cualquiera de los dos puede 
ser afectados por un incumplimiento del contrato el cual debe ser reparado o mitigado. 
Es asi como se puede evidenciar que en Colombia la legislación es clara frente a 
como un sujeto que genera algún daño o afectación de una comunidad, persona o 
contrato, tiene la obligación de resarcir y/o mitigar en mayor medida cada uno de los 
perjuicios. Dado a que en el caso de hacer caso omiso de la obligación tendrá unas 
consecuencias legales que tendrán el mismo fin, el de proteger a la persona que está 




8. CONCLUSIONES  
1. El estado colombiano. está dotado de la normatividad pertinente para poder 
establecer cuáles son los tipos de daños y/o perjuicios a los que pueden estar 
sometidas las personas por parte de las personas o entidades que pertenecen 
al sector público y privado.  
2. Asi mismo la legislación colombiana en compañía con las altas cortes, 
establecen los procedimientos y las cuantías que deben percibir los sujetos 
que están siendo objeto de la afectación, dado a que no todas las formas de 
mitigación del daño son de carácter monetario, como es en el caso del 
incumplimiento del contrato, depende del nivel de afectación se puede dar una 
mitigación con el cumplimiento del mismo.  
3. La corte constitucional con el fin de proteger los derechos de las personas y/o 
entidades del territorio colombiano, se ha manifestado en materia contractual 
a la responsabilidad que tiene las instituciones y las personas de proteger al 
consumidor y dado el caso de que nazca alguna afectación, la reparación o 
mitigación de la misma. y en materia extracontractual hablando de las 
responsabilidades del estado frente a los daños que produce a las 
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